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Señora Representante Margarita Percovich. 


Señores Representantes Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Daniel Díaz Maynard, Alejo 
Fernández Chaves, Felipe Michelini, Jorge Orrico y Diana Saravia Olmos. 


Señores Representantes Washington Abdala, Artigas A. Barrios, Daniel García Pintos, 
Ronald Pais, Martín Ponce de León, Iván Posada y Lucía Topolansky. 


Señores escribanos Ana Olano, Presidenta de la Asociación de Escribanos del Uruguay; 
María Haydée Cazeres, Enrique Arezo y Carlos Groisman. 


Señores doctores Rodolfo Ponce de León, Secretario General del Banco de la República 
Oriental del Uruguay; Roberto Borrelli y Adrián Leiza, asesores. 


Delegación de AEBU y funcionarios del BROU, señores doctores Gustavo Rodríguez y Juan 
Zeni, contador Julio Fornaro, Angel Peñalosa, Leonardo Di Doménico, Gustavo Bernini y 
Nelson Fernández. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene mucho gusto en recibir a 
los representantes de la Asociación de Escribanos del Uruguay, escribana Ana Olano, Presidenta, escribana 
María Haydeé Cazeres, escribano Enrique Arezo y escribano Carlos Groisman. 


El tema en discusión es el relativo al proyecto de ley sobre fideicomiso aprobado en el Senado y en este 
momento en consideración de esta Comisión. Con la eficiencia a la que nos tiene acostumbrados, la 
Asociación nos ha traído un informe escrito de sus comentarios al respecto, que ya está en poder de los 
integrantes de la Comisión que están presentes. 


SEÑORA OLANO.- Gracias por recibirnos. Ojalá hubiéramos tenido esta instancia en el Senado, 
donde lamentablemente no pudimos hacer llegar nuestra opinión. 


Quiero precisar que la escribana Cazeres es socia de la Asociación de Escribanos del Uruguay e integrante de 
la Comisión de Asuntos Legislativos, pero está compareciendo en su calidad de miembro del Directorio de la 
Caja Notarial, en virtud de que este proyecto también hace mención a las Cajas paraestatales y ella quería 
hacer algún señalamiento al respecto. 


Este proyecto -haré una breve introducción porque quienes tienen que hablar son los técnicos- se enmarca en 
lo que vistumbramos como un contexto general en el que vemos implantada una economía de mercado que, 
lamentablemente, prioriza la economía sobre el derecho. Nosotros, en tanto profesionales del derecho -creo 
que a los abogados les debe pasar lo mismo-, vemos que nuestra profesión en gran medida está perdiendo 
razón de ser, está perdiendo lugar o preeminencia en la sociedad. Como bien saben los señores Diputados, 
somos los encargados de la seguridad jurídica en la contratación de los usuarios de nuestros servicios y, en 
definitiva, de la seguridad jurídica del país a través de nuestra intervención. Y este tipo de proyecto que, 
evidentemente, se enmarca en este contexto de economicismo, tiene como principal objetivo lesionar o 
fracturar a la sociedad civil. Obviamente, acá se están consolidando intereses en beneficio de grupos 
determinados en perjuicio del interés general. 


Es un proyecto de ley en el que hay imprecisiones jurídicas, en el que hay una fractura de nuestro sistema 

jurídico de derecho privado, un derecho privado con un sistema causalista en el que los negocios jurídicos 
siempre obedecen a una causa. Hoy vemos, a través de este proyecto, que la traslación de dominio operará 
por otros mecanismos. Hay una habilitación de la traslación de dominio por otros mecanismos. 


Nos preocupa lo relativo a los sistemas de garantías que se están imponiendo, donde se está perdiendo el 
equilibrio entre las partes y prácticamente se arrasan figuras como la hipoteca y la prenda. En definitiva, 
como decía al principio, el proyecto está fuera de nuestro contexto, en choque evidente contra la Ley de 
Sociedades Comerciales en algunos aspectos y contra la Ley de Relaciones de Consumo, y provoca -así lo 
entendemos- una fractura en nuestro sistema. 


Creo que los habilitados para hablar son los profesores, el doctor Enrique Arezo y el profesor Carlos 
Groisman, quienes aparte de integrar nuestro instituto son docentes de la Facultad de Derecho. Sería bueno 
que fuera escuchado en esta instancia el Instituto de Derecho Privado de la Facultad de Derecho, que quizás 
tenga mucha más experiencia y calidad académica que la Asociación. 


SEÑOR GROISMAN.- Como escribanos, como docentes de la Facultad de Derecho, como ciudadanos, 
como profesionales en general, estamos viviendo una época de cambios. Lo primero que hay que 
reconocer es la dificultad del estudio de normativa nueva, de legislación que contrasta con la 
legislación vigente y de darle en el momento del cambio que se produce el verdadero sentido. Por ello 
siempre aparece el tema del péndulo, de saber si en esta oportunidad, con pocos minutos, será posible 
desarrollar nuestros pensamientos. Cuando uno empieza a leer esto de la trasmisión en garantía, de la 
trasmisión en propiedad pero cambiando el concepto de causa del Código Civil, se encuentra con que 
la trasmisión en garantía es algo absolutamente antinómico con el concepto de derecho de propiedad. 
Se era propietario o no. Pero quizás lo trasmití en forma muy dura. Tal vez habría que cambiar el 
Código Civil y crear el Código de la propiedad fiduciaria, porque realmente se cambian sistemas que 
durante siglos estuvieron vigentes. Pero, ¿eso es bueno?, ¿eso es malo? No quisiera hoy emitir una 
conclusión; por lo menos, digo que no es armonioso con el sistema que nos enseñaron y con lo que 
estamos viendo. 


¿A qué se debe eso? Nuestro sistema estaba fundado en el tema de las garantías, y las garantías reales eran la 
prenda o la hipoteca. A partir de la prenda o la hipoteca aparece la identificación del bien prendado, el monto 
de la garantía y la relación crédito-bien, que era importantísima hasta por el tema del duplo, por el tema de la 
especialidad. Yo pregunto: en lo que hace a la trasmisión de la propiedad en garantía que no tiene en cuenta el 
monto de la deuda y en relación al monto del bien que se transfiere en garantía, ¿qué pasa con el resto de los 
acreedores? Si yo puedo transferir un bien en garantía de un valor de $ 1:000.000 por una deuda de $ 100, 
¿dónde está la regla del duplo? ¿Dónde está el tema de la especialidad? ¿Dónde está la posibilidad de que los 
montos de los bienes no sean eliminados del comercio de los hombres? ¿Dónde está el resto de los 
acreedores? Los acreedores dicen: "Yo tengo la posibilidad de dar un crédito a Juan", pero como Juan el 


único bien de valor lo trasmitió fiduciariamente a un patrimonio respecto del cual el fiduciario puede llegar a 
quedarse con el bien, ¿qué pasa con el resto de las posibilidades de obtener crédito de ese deudor? 
¡Desapareció! A la vez, no hay absolutamente ninguna norma que establezca la relación crédito-deuda con 
respecto al bien que se trasmite; esa es una primera situación. 


La segunda situación es que está la Ley de Relaciones de Consumo, que la dejo a un costado para que 
después no pueda ser considerado determinado tipo de situaciones, cláusulas abusivas o negocios abusivos 
cuando pueda darse una relación de consumo entre fiduciante y fiduciario. 


En tercer lugar, el fiduciario puede quedarse con el bien. En el artículo 9” del proyecto está expresamente 
previsto que "El fideicomiso en el cual se designe beneficiario al fiduciario salvo en los casos de fideicomiso 
en garantía constituidos a favor de una entidad de intermediación financiera"; esa entidad de intermediación 
financiera se va a quedar con los bienes como beneficiario porque puede tener la doble calidad. ¿Con qué 
garantías? Y el proceso de ejecución, ¿dónde está? ¡Desapareció! Por supuesto que si estamos pensando en el 
Poder Judicial ya tenemos bastante con ese tema y el de las ejecuciones de las hipotecas; no somos nosotros 
los que tenemos que salir a defender las lentitudes del Poder Judicial. Pero es el sistema, es la posibilidad que 
le da al deudor de oponer excepciones que aquí desaparece. ¿Por qué valor se lo queda el fiduciario? 
Tampoco está establecido. ¿Es que no habría que establecer una relación crédito con valor del bien para 
determinar de alguna forma que en esa situación de quedarse con el bien por lo menos tiene que existir un 
valor de mercado, una rendición de cuentas previa que determine que una vez concluido y verificado el 
incumplimiento habrá una rendición de cuentas acorde y un valor de mercado del bien inmueble que 
determine que la diferencia entre la deuda que se había contraído y lo que se le tiene que devolver al deudor 
es la plata correspondiente a un valor de mercado del inmueble, y no que se determine no se sabe por quién? 
¿Cuál es el valor de esa propiedad de equis valor que luego, a partir del incumplimiento, se transforma en 
vintenes? ¿Y no habrá ahí un problema de sincronización con la ley de usura? ¿Es que no está promulgada 
una ley de usura votada por el Parlamento para todas las relaciones de consumo? ¿Cómo podemos 
compatibilizar el sistema del fideicomiso con la ley de usura? ¿Quién controlará la liquidación a los efectos 
de dar a ese deudor la diferencia que le corresponde? ¿Dónde está el resto de los acreedores, que vieron 
perdida la posibilidad de entablar una segunda hipoteca, una tercera hipoteca, un embargo genérico, porque 
ese bien ya no está en el patrimonio del fiduciante? El bien se trasladó al patrimonio del fiduciario y el 
sistema de patrimonio funciona en una forma absolutamente intocable para fiduciante, fiduciario y 
beneficiario; por lo tanto, el resto de la sociedad estará ajena al juego de esas figuras si quiere entrar en una 
relación de crédito con el fiduciante. 


Pero cuando el negocio de fideicomiso no se inscribe, ¿qué pasa con el resto de los bienes? Cuando le doy a 
un deudor una equis suma, ¿cómo puedo saber que su patrimonio no se trasladó a un fideicomiso? ¿Cómo 
controlo yo si no hay una escritura pública, un registro que me determine automáticamente cuáles son los 
bienes dados en fideicomiso cuando yo me vaya a una ejecución y me excepcionen diciendo que esta 
propiedad no es de Fulano de Tal sino que pasó a una propiedad fiduciaria? 


Todos esos temas, que se vinculan con un régimen de Código Civil que estaba basado en la igualdad en el 
sistema de los acreedores, en no reconocer otros privilegios que la prenda o la hipoteca, en el tema de 
créditos privilegiados en el caso de concurso -sólo en el caso de concurso podían tener la posibilidad de 
preferir unos a otros-, todo ese sistema se pierde. ¿En beneficio de qué? En beneficio de entidades que, en 
última instancia, van a ser las que van a acopiar y concentrar la última parte de riqueza que le queda a este 
país. Si estamos tratando de evitar la concentración, aquí la tenemos a la vista: esas entidades financieras, 
respecto de las cuales quizás haya tres o cuatro excelentes, quizás van a trabajar perfectamente, pero van a 
quedarse con un lote de inmuebles increíble. ¿Y eso no va a dar lugar a un negocio paralelo en materia 
inmobiliaria? ¿No habrá un grupo de gente que se moverá en forma paralela a las entidades financieras a los 
efectos de lucrar con toda esta situación? ¿Es que nos estamos dando cuenta de cómo es esto? ¿Lo estamos 
calibrando? Y aclaro que no estoy diciendo que lo borremos; aunque parecería que sí, no lo estoy diciendo. 
No sólo no me animo sino que no quiero, porque el fideicomiso en garantía realmente tiene muchas falencias; 
quizás no las tienen el fideicomiso financiero ni el de administración, pero este de garantías sí las tiene, y ahí 
es donde nos tenemos que concentrar para no terminar en algo que a mí me cuesta entender y como no voy a 
tener muchas oportunidades más de mencionarlo, lo voy a decir. No veo los beneficios en relación con los 
perjuicios, pero como estamos viviendo en épocas de crisis y de crisis económicas y esto se plantea como la 
panacea, bueno, no sea cosa de que esto no salga y terminemos peor. Pero aquí ya estoy incursionando en un 
aspecto político -llamémosle así- en el que no sólo no quiero entrar sino que quizás esto se deba tener por no 


dicho. Simplemente, la Asociación de Escribanos del Uruguay quiere dejar en forma clara sobre la mesa - 
para después discutir si es que se plantean algunas preguntas- que este sistema de fideicomiso en garantía no 
protege en absoluto al deudor, ni protege en absoluto la concentración y deja en manos del acreedor la 
decisión en cuanto al valor de las cosas y al momento en que se traduce la incorporación de ese patrimonio, 
que lo tenía separado, a su patrimonio. Antes teníamos que el sistema de garantías del Código Civil era para 
el acreedor pero protegía al deudor con las debidas garantías. 


Creo que estoy diciendo las cosas más importantes que deseo reflejar en este sentido. 


Por otro lado, observen que de alguna forma se intenta atemperar este fideicomiso en garantía con el 
artículo 7”, que se refiere a las acciones por fraude. En el artículo 7*%, donde parece que el derecho de 
persecución de los acreedores está intentando proteger a los acreedores del fideicomitente, o sea, el que 
traslada los bienes al patrimonio del fiduciario, pudiéndose entablar acciones de fraude, tenemos el siguiente 
inconveniente, que es triple. Por un lado, decimos que estamos intentando favorecer el crédito y, de alguna 
forma, mejorar la situación económica del país -llamémosle así- pero, por otra parte, observen el peligro en 
que se incurre con la forma en que está redactado el artículo 7”. Dice: "Habiéndose constituido el fideicomiso 
por acto entre vivos, los acreedores del fideicomitente no podrán perseguir los bienes fideicomitidos, 
pudiendo ejercer tan solo las acciones por fraude previstas por la ley. A los efectos del ejercicio de la acción 
pauliana, a los acreedores les bastará con acreditar el fraude del fideicomitente, salvo en casos en los que 
deba excluirse el ánimo de liberalidad directo o indirecto del fideicomitente". 


Entonces, simplemente probándose el fraude del fideicomitente como si fuera un negocio a título gratuito - 
quiero recordar que de acuerdo con lo previsto en el artículos 1296 del Código Civil y en el artículo 226, si 
no recuerdo mal, del Código de Comercio, alcanza con probar el fraude del fideicomitente; si esta fuera la 
pauliana, tendría un año a partir de la inscripción del negocio en el Registro-, observen el problema que va a 
generar para un fideicomiso la inscripción de una pauliana. ¿Quién va a entrar en un negocio de este tipo si 
saca del Registro por solo probar el fraude del fideicomitente? En cuanto al acreedor del fideicomitente, 
también se le está equivocando al sentido, porque quiero recordar que la pauliana del Código Civil son 
enajenaciones perfectamente reales y válidas. El fraude pauliano es el conocimiento del deudor que queda en 
insolvencia cuando hace el negocio; el negocio no es simulado, sino absolutamente real. Pues acá 
transformaron al negocio pauliano en simulado, y vean que hasta en eso cambiaron las reglas del Código 
Civil. Reitero lo que dice este artículo: "A los efectos del ejercicio de la acción pauliana, a los acreedores les 
bastará con acreditar el fraude [...]" -pauliano- "salvo en casos en los que deba excluirse el ánimo de 
liberalidad directo o indirecto del fideicomitente". 


El ánimo de liberalidad se descarta solo leyendo el contrato, ¡jamás se puede excluir directa o indirectamente, 
porque el negocio es a título gratuito o es a título oneroso! Jamás puede ser de otra forma; si no, es simulado. 
Pues acá, entonces, hay una presunción de fraude a partir de un negocio a título oneroso, que lo quieren 
transformar en un negocio a título gratuito. Observen ustedes el problema que hay. 


Luego, traen al juego el tema del disregard, la inoponibilidad que crea la utilización de la persona jurídica de 
la sociedad comercial, en perjuicio de los acreedores. Observen ustedes el problema que se va a plantear, 
porque el disregard en los artículos 189 a 191 -si mal no recuerdo- del Código de Comercio, no solo tiene en 
cuenta el fraude que vendría a ser el fraude pauliano, previsto en el artículo 1296 del Código Civil, sino 
también situaciones de fraude por utilización de la figura jurídica de la anónima en situaciones simuladas, por 
lo que el plazo de un año no correría quizás en algún tipo de situaciones de disregard. Pregunto, ¿quién se va 
a meter en un negocio de fideicomiso, en cualquiera de ellos? Cuando el escribano va y saca del Registro que 
hay una inscripción de una acción de inoponibilidad, dice: "Por supuesto, esto tiene que tener sus garantías". 
Pregunto yo, ¿dónde está definido acá el concepto de tercero de buena fe? ¿Es que ese tercero, que entró en 
un negocio y quedó atrapado en el negocio de fideicomiso, es considerado tercero que no es alcanzado por el 
fraude? ¿A qué apunto con esto? A que es necesario determinar el concepto de tercero en el negocio de 
fideicomiso, que es absolutamente distinto y divergente al concepto de tercero de la figura del contrato al 
Código Civil, porque acá atrapa a gente que no tiene la menor noción de que el fideicomitente hizo un 
negocio en fraude. ¡Algún acreedor de él! Quiere decir que por este artículo 7” toda esta historia puede 
terminar en la nada, porque esa inversión puede no tener sentido en la medida en que haya una inscripción 
decretada por un Juez, que ahora por la Ley_de Registros está obligado a inscribir, hay carga de inscripción de 
esas demandas o medidas cautelares, y todo el negocio del fideicomiso quedó absolutamente trancado hasta 


que se resuelva esa medida. ¡Esperemos! ¿Quién lo va a resolver? El Juez. Observen, señores Diputados, que 
esta problemática aparece de alguna forma -llamémosle- no resuelta. 


Yo pararía por acá, porque en cuanto a algún tipo de soluciones que brindamos con respecto al fideicomiso, 
están dadas en el trabajo que realizamos en la Comisión de Fideicomiso de la Asociación de Escribanos del 
Uruguay, con la gran colaboración del escribano Molla, quien lamentablemente no pudo asistir porque se 
encuentra en el exterior; creo que su presencia hubiera sido de gran valor, pero se hace lo que se puede para 
sustituirlo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR AREZO.- Buenas tardes. 


Sin perjuicio de compartir total e integralmente las expresiones de mi colega, el escribano Groisman, me voy 
a referir a las características generales y nocivas del fideicomiso de garantía fundamentalmente, que, a pesar 
de que es el que ofrece mayor facilidad para la ocultación o el fraude, es sin embargo el que menos atención 
ha merecido por parte del legislador. Solamente dos disposiciones mencionan a título un poco lateral el 
fideicomiso de garantía, que es al que acaba de referirse el escribano Groisman. 


Además de que el fideicomiso de garantía no ofrece una garantía real al deudor, tenemos algunas normas 
relativas al derecho sucesorio, porque el fideicomiso también se puede establecer por disposición 
testamentaria. Acá hay tres disposiciones que están vinculadas al fideicomiso, relativas al derecho sucesorio. 


En primer lugar, a través del artículo 34 del proyecto se deroga el artículo 865 del Código Civil. El 

artículo 865 del Código Civil es el que establece que es nulo todo fideicomiso, cualquiera sea la forma que se 
empleare, y toda sustitución, fuera de la establecida en el 3” numeral del artículo 866, se considera 
fideicomiso. 


Esa disposición es una norma de derecho antiguo que nos llega desde el fondo de los siglos, y que tiene por 
fin preservar la integridad del patrimonio de los que giran en torno a la sucesión, ya sea de los causantes 
como de los sucesores, sobre todo, de los legitimarios. 


Ahora bien: la derogación lisa y llana del fideicomiso para todos los casos, aun los que están fuera de la ley 
de fideicomiso, nos parece altamente perjudicial. Es por eso que nosotros hemos proyectado un texto que 
dice así: "Lo dispuesto en este artículo es sin perjuicio de lo que se prescribe en la Ley Especial sobre 
Fideicomiso". La Ley Especial sobre Fideicomiso tiene su regulación específica del fideicomiso, pero no 
deroga con carácter general al fideicomiso sucesorio porque se entiende que es inconveniente derogar, lisa y 
llanamente, un fideicomiso con carácter general, que se aplicaría aun fuera de los casos de fideicomiso que 
establece este proyecto de ley.. 


En cuanto a la sustitución fideicomisaria, el texto del numeral 3 del artículo 866 está bien redactado. Nos 
parece sumamente interesante porque por primera vez en los proyectos que hemos visto se hace expresa 
reserva de lo previsto en la ley sobre fideicomiso. De modo que ese artículo está correctamente redactado; es 
el numeral 3 del artículo 866 del último proyecto presentado. 


La fiducia es una figura que está reglamentada en el actual inciso tercero del artículo 783 del Código Civil. 
Esta norma está vinculada al numeral 3 del artículo 866 -que, como dijimos, estaba perfectamente bien 
redactado- y prácticamente regulan la misma materia. Para evitar desinteligencias en la aplicación de estas 
normas, aconsejamos la derogación de este tercer inciso del artículo 783. De esta manera, evitaremos que 
entre en colisión con el numeral 3 del artículo 866 ya que se trata de la reiteración del mismo texto. 
Pensamos que es muy aconsejable evitar la duplicación de textos con un mismo contenido y un mismo 
alcance. Teniendo en cuenta que el numeral 3 del artículo 866 está perfectamente bien aludido porque se hace 
reserva expresa de la ley sobre fideicomiso, habría que eliminar el inciso tercero del 783 porque 
prácticamente tienen el mismo texto y se refieren a la misma figura; así se evita la duplicación; una en un 
caso válido y otra con reservas expresas en numeral 3 del artículo 866. Por eso conviene derogarlo; no 
derogar el 865, en el que se establece la nulidad del fideicomiso. El fideicomiso puede utilizarse también en 
derecho sucesorio común y al derogarlo, se hace para todos los efectos y, en consecuencia, se podría utilizar 
la figura del fideicomiso para normas ajenas a la ley que estamos regulando. Por eso hacemos una reserva 


expresa de esta ley, no para agregar la derogación sino para conservarlo, pero haciendo la salvedad expresa 
de que el fideicomiso del Código Civil no afecta lo que se prescribe en la Ley Especial sobre Fideicomiso. O 
sea que esta ley tendría una regulación autónoma, pero el principio general de la prohibición del fideicomiso 
subsiste a los efectos generales del régimen de la propiedad del Código Civil. 


Esto es lo que quería exponer sobre las normas del Derecho Sucesorio. 


SEÑORA CAZERES.- Quería hacer una precisión sobre algo totalmente distinto. En este caso estamos 
representando a la Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones, y en el segundo inciso del artículo 3” de 
este proyecto de ley sancionado por la Cámara de Senadores encontramos que se dice que todas las 
cajas paraestatales y las administradoras de fondo de ahorro previsional "podrán invertir en 
fideicomisos, siempre que su objeto refiera a actividades desarrolladas, bienes situados o derechos 
utilizados económicamente en la República, así como créditos originados en exportaciones realizadas 
desde el Uruguay". Presumimos que el legislador al decir "podrán invertir en fideicomisos", se estaba 
refiriendo a que en el fideicomiso común -porque el fideicomiso financiero tiene sus disposiciones 
específicas- todas estas instituciones podrán actuar tanto como fideicomitentes, fideicomisarios o 
beneficiarios. Así lo entendemos nosotros, pero no sabemos si puede haber otra interpretación por la 
que se diga que como fideicomisario no podrán actuar. Entonces, quisiéramos que se deje constancia, 
aunque sea como referencia parlamentaria, de que la expresión "invertir" es amplia. Como dice 
"invertir", queda claro que como fideicomitentes es una inversión y como beneficiario también, pero 
en el caso de fiduciario, ¿también es una inversión? Entendemos que sí porque se puede estar 
recibiendo un patrimonio de afectación y realizar un negocio que deje una ganancia. Entonces, en ese 
caso, también sería una inversión. Entendemos que lo que pretendió el legislador al incorporar este 
artículo fue ampliar las disposiciones que rigen, tanto el artículo 123 de la Ley _N” 16.713 de las AFAP 
como el artículo 28 de la Ley _N” 17.437 referente a la Caja Notarial, en las que específicamente se 
establecen determinadas formas de invertir y no otras; acota las formas de invertir, pero aquí se quiso 
abrir el campo para que pudieran realizar inversiones a través del fideicomiso. 


SEÑOR ORRICO.- Entiendo lo mismo que usted. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay interrogantes, agradecemos su presencia y el aporte que nos han 
hecho que ayuda al trabajo que tenemos ante este proyecto de ley. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Escribanos del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de autoridades del Banco de la República Oriental del Uruguay) 


———La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración e integrantes de la 
Comisión de Hacienda reciben con gusto a las autoridades del Banco de la República Oriental del 
Uruguay, en este caso a su Secretario General, doctor Ponce de León, y a los asesores doctores Roberto 
Borrelli y Adrián Leiza, quienes nos darán su opinión sobre el proyecto de ley de fideicomiso radicado 
en esta Comisión. 


SEÑOR BORRELLI.- Para el Banco de la República es un placer estar aquí con ustedes y haber sido 
objeto de esta invitación. 


Estamos a vuestra disposición. En realidad, hemos sido invitados y no sabemos si lo que la Comisión 
pretende es que señalemos el juicio que le merece el fideicomiso al Banco de la República y a las entidades 
financieras, así como el proyecto de ley a estudio, o si ustedes tienen algunas inquietudes que desean 
expresarnos y que con mucho gusto evacuaremos. 


SEÑOR ORRICO.- Es un placer recibirlos. El doctor Leiza fue profesor mío hace muy poco en un 
curso de posgrado y a él le debo muchas de las inquietudes que tengo con respecto a este tema. 


En primer lugar, nos interesa saber qué opina el Banco de la República del proyecto de ley tal como fue 
aprobado en el Senado, con modificaciones con respecto al proyecto original. Ese es un punto clave. 


En segundo término, me gustaría que opinaran sobre algo que fue expresado por la delegación de la 
Asociación de Escribanos del Uruguay, que concurrió antes que ustedes, que habló de una especie de 
revolución en cuanto a todo el sistema hasta ahora vigente en materia civil sobre estos puntos, sobre todo en 
el fideicomiso en garantía en el que -dicen ellos- habría una especie de decaecimiento de las garantías del 
deudor en la medida que estaría abreviándose enormemente todo el trámite de los juicios ejecutivos, por 
ejemplo; no habría juicios ejecutivos propiamente dichos. Esa es una objeción conceptual seria que se ha 
interpuesto acá; también se nos han hecho algunas objeciones de redacción que luego discutirá la Comisión. 


En síntesis, quisiéramos saber qué significa esto para el Banco de la República, qué piensan que implica para 
el sistema financiero y la gente en general, y también querríamos conocer vuestra opinión sobre la objeción 
planteada en cuanto a la alteración del sistema, sobre todo en el fideicomiso en garantía. 


De todos modos, tendremos nuestros oídos bien abiertos para todo lo que ustedes opinen, ya que son 
operadores del sistema -no solo técnicos- y realmente es muy importante lo que nos puedan decir. 


SEÑOR BORRELLI.- Con mucho gusto vamos a tratar de evacuar las inquietudes y dar nuestro 
parecer al respecto. 


Refiriéndonos a lo general, se puede decir que, efectivamente, en nuestro Derecho el fideicomiso como 
herramienta es revolucionario; tal vez no lo sea porque cambie las estructuras, pero pensamos que va a ser 
una herramienta más que favorecerá el desarrollo y la inversión, aunque como herramienta que es -no es un 
fin en sí mismo sino un medio para la consecución de fines- no va solucionar todos los problemas. Sin 
embargo, los operadores van a tener un elemento más en el que apoyarse a los efectos de la realización de 
negocios. 


En ese sentido, tanto en el derecho continental en América, como en el derecho anglosajón, a través de lo que 
era el "use" o después el "trust", se ha demostrado que es una figura que tiene bondades muy importantes. Es 
más; considerando la realidad del derecho en América, el nuestro es de los pocos países que todavía no tiene 
la figura del fideicomiso. Venezuela, Colombia y México ya la tienen; México la tiene desde principio del 
siglo pasado, con un desarrollo importantísimo. Argentina tiene una ley, la N* 24.441, de principio de la 
década del noventa, que también les ha funcionado muy bien aun en los períodos de crisis más dura. Tenemos 
entendido que en la crisis vivida por ese país el fideicomiso ha sido de las estructuras que han funcionado 
mejor. Perú y Ecuador también cuentan con este instrumento; Chile lo tiene en el Código Civil, aunque 
todavía no cuenta con una ley especial al respecto, pero quiere tenerla; Paraguay también lo tiene y Brasil 
cuenta con el fideicomiso en garantía desde la década del sesenta. Es decir que, insisto, se trata de una figura 
muy interesante. Para Uruguay, más en estos momentos difíciles que estamos atravesando principalmente 
desde el año pasado -creo que de los momentos malos hay que sacar las cosas buenas-, aunque felizmente se 
están dando algunas señales positivas en este año, este sería el empujón para contar con esta herramienta que 
venía siendo demorada. 


Como ustedes saben bien, en términos generales, lo que el fideicomiso permite es tener patrimonios de 
afectación como extractados, independientemente de los riesgos del fiduciante, del fiduciario y del propio 
beneficiario. Eso hace que a través de la figura del fideicomiso el único riesgo que se corre en este 
patrimonio es el del propio negocio fiduciario que se está haciendo, lo que creo que para los inversores es 
algo muy importante, porque sale del riesgo de las entidades financieras y de cualquier operador que pueda 
administrar patrimonios ajenos. 


Sin perjuicio de que podamos seguir profundizando en los aspectos que entiendan convenientes con respecto 
al fideicomiso en general, estaba planteada la inquietud del fideicomiso en garantía, que de alguna manera 
cambia los procedimientos de ejecución -si podemos hablar de ejecución- que tenemos en la estructura 
actual. ¿Qué es lo que sucede? Tal vez, si se aprueba esta ley todos vamos a tener que cambiar la mentalidad, 
porque en nuestro derecho el fideicomiso no estaba regulado. La única regulación que teníamos desde la 
sanción del Código Civil de 1869 era -recogiendo lo que ya estaba en el Código de Napoleón- la prohibición 
del fideicomiso testamentario, que se establecía para evitar las sustituciones testamentarias. De alguna 
manera, a través de esa prohibición se estaba reglamentando la norma constitucional que prohibe los 
mayorazgos, es decir prácticamente sacar del comercio de los hombres determinados bienes para que se 
trasmitan por voluntad de quien hace el testamento de por vida. 


Entonces, teniendo en cuenta esa prohibición que es para el fideicomiso testamentario, creo que el 
fideicomiso siempre se miró con cierto recelo, porque negocios fiduciarios siempre se hicieron. Ya en el 
derecho romano se hacían negocios fiduciarios, a través de la fiduciae cum amico y de la fiduciae cum 
creditore, pero ahí era un negocio básicamente en confianza, en donde el fiduciante quedaba en manos del 
propio fiduciario y de su actuar. Como el fiduciante, de alguna manera, podría ser defraudado por el 
fiduciario en el negocio fiduciario típico, esta figura no se miraba con buenos ojos. Pero eso no tiene nada 
que ver con el fideicomiso donde hay un patrimonio de afectación. Concretamente, con el fideicomiso en 
garantía hay dos situaciones. Una si es posible el fideicomiso en garantía donde el fiduciante pueda entregar 
un bien al fiduciario en beneficio de un beneficiario que en la relación causal sería acreedor del fiduciante. 
Entonces, para el caso de que el deudor fiduciante no pagara, el fiduciario tendría un mandato expreso por la 
propia constitución del fideicomiso en cuanto a realizar el bien en determinadas condiciones y con el 
producido pagar al beneficiario. Esa es una situación del fideicomiso en garantía. 


SEÑOR ORRICO.- La objeción que se planteó es qué pasa cuando el bien supera largamente la deuda. 


Aquí se objetó que no estaba demasiado claro -esta no es mi interpretación, porque los principios generales 
rigen igual- que si el bien supera largamente la deuda en lo que se logró vender, qué pasa con el saldo. 
Formulo esta pregunta porque se planteó aquí hace un rato. 


SEÑOR BORRELLI.- Eso lo voy a comentar enseguida. 


Hay otra situación -que en Derecho comparado es la más resistida, aunque me parece que este proyecto la 
soluciona con buen criterio pese a que quedamos en minoría dentro de América- en donde el fiduciario puede 
además ser beneficiario. En el proyecto original enviado por el Poder Ejecutivo al Parlamento que luego en la 
Comisión del Senado fuera eliminado y en el plenario de la misma Cámara fuera otra vez incluido en el 
artículo 9%. En este caso se permite que en el fideicomiso en garantía y siendo el fiduciario una entidad de 
intermediación financiera pueda, a su vez, ser beneficiario. Concretamente, ¿qué es lo que puede pasar si el 
fiduciario y a su vez beneficiario es una entidad financiera? Por ejemplo, el Banco República podría prestar 
cierto dinero y, en vez de tener la garantía tradicional hipotecaria o prendaria, recibir el bien en garantía; es 
decir que no se hace la hipoteca ni la prenda sino que el Banco República quedaría como propietario 
fiduciario de ese bien y si el deudor no paga, lo que hace el Banco es vender el bien, cobrarse su crédito con 
sus intereses y el remanente, si lo hubiera, lo devuelve al fiduciante o, eventualmente, se seguirá con el 
contrato de fideicomiso para dárselo a quien corresponda. 


A esa situación del fideicomiso en garantía se le han hecho dos objeciones. Por un lado, sería una violación 
del pacto comisorio en materia de garantía que, como ustedes saben, es la prohibición de que el acreedor se 
quede con el bien que es garantía de un crédito; es decir que el acreedor, por ejemplo, hipotecario, se pueda 
apropiar del bien y quedarse con el mismo. Esa es una de las críticas que se le haría a esta figura. 


La otra que se ha hecho es la que ustedes comentaban en cuanto a que no existe la garantía del debido 
proceso, por así llamarle. En el Derecho comparado y hasta donde nosotros hemos podido leer -y lo 
compartimos- ambas objeciones son salvables. 


En primer lugar, tenemos que pensar que cuando se hace un fideicomiso en garantía se está haciendo dentro 
de la autonomía de la voluntad de las partes. Es decir que hay un contrato que está regulando la relación entre 
las partes. Y si el deudor que da el bien en garantía paga y se cumple con el contrato, el bien va a retornar al 
fiduciante. Si el deudor no paga, el fiduciante no va a realizar una ejecución procesal como cuando se ejecuta 
una garantía hipotecaria, sino que se van a seguir las reglas establecidas en el contrato de fideicomiso. En el 
contrato de fideicomiso dirá que si no cumple, previas intimaciones, el fiduciario tendrá que vender el bien. 
Estará establecido en el contrato de fideicomiso que para vender el bien se pedirán, por ejemplo, dos 
tasaciones de una lista de una nómina de la Asociación de Rematadores. 


SEÑOR BARRERA.- O un precio base. 


SEÑOR BORRELLI.- Se podrá establecer un precio base que deberán determinar ciertos agentes que 
ofrezcan garantías a las partes. En función de ello no se va a ejecutar el bien sino que se va a vender en 
las condiciones previamente pactadas con el fiduciante, en las mejores condiciones que el mercado 


posibilite y, si hay un remanente, se entregará al fiduciante. ¿Qué es lo que ocurre en el régimen 
actual? ¿Qué tenemos hoy? Actualmente, tenemos las garantías tradicionales: prenda e hipoteca. ¿Qué 
pasa si el deudor no paga? Tenemos que iniciar un proceso, independientemente del valor de la 
hipoteca y del crédito otorgado. Entonces, a través de un proceso judicial costoso, largo y oneroso que 
se hace a través de un remate público; éste ofrece garantías, pero todos sabemos cuáles son los valores 
que se están obteniendo a través de ese procedimiento. De manera que se sigue un trámite prolongado 
para llegar al remate y, normalmente, el acreedor no termina cobrando porque durante todo ese 
tiempo el bien bajó de valor y el crédito subió por mérito a los intereses. 


En definitiva, el acreedor termina no cobrando todo su crédito, el deudor -tal vez- malvendiendo su bien que 
fue hipotecado y, si hubiera un remanente, al igual que ocurre en el fideicomiso, retorna en la hipoteca al 
deudor. 


Me parece que debemos separar lo que es la ejecución procesal, que puede dar determinadas garantías, del 
cumplimiento de un contrato de fideicomiso que, según cómo esté regulado, también tiene y va a ofrecer 
garantías a las partes. Por eso se confía a las entidades de intermediación financiera esta posibilidad de que el 
beneficiario sea a su vez el fiduciario y no a cualquier particular que pueda prestar. Ello se debe a que esas 
entidades de intermediación financiera tienen controles y solvencia. 


SEÑOR BARRERA.- En primer lugar, agradezco la presencia de los invitados en esta Comisión. 


Quiero ser muy franco antes de formular preguntas. Creo que este proyecto aprobado en el Senado es bueno; 
como todos, es mejorable y -dado que es un instrumento que no tiene aplicación todavía- la práctica es la que 
nos hará notar si se le puede hacer algún retoque para su mejor funcionamiento. Sin embargo, es claro que, 
como instrumento de crédito, en el mundo funciona y, si bien no es la solución a los problemas de inversión y 
de crédito, permite contar con una herramienta más. 


En el caso que se plantea, algunos contradictores al proyecto podrían preguntar: ¿es posible que haya un 
abuso de posición por parte de la institución de intermediación financiera en esta herramienta del fideicomiso 
distinta o que ya no se cuente cuando haya que negociar con las herramientas tradicionales de la hipoteca y 
de la prenda? Actualmente, la autonomía de la voluntad de las partes funciona en la medida en que hay 
hipoteca y prenda. Algunos contradictores podrían decir que a través de esta herramienta jurídica nueva 
puede haber, sobre todo cuando la institución es beneficiada, algún abuso de posición en la negociación. 


La pregunta concreta es la siguiente. ¿Ustedes creen que puede darse esa situación en forma distinta que hoy, 
cuando se firma una prenda o una hipoteca? ¿Creen que el instrumento a utilizar en esa situación es igual o 
más riesgoso? 


SEÑOR BORRELLLI.- Muy buena la pregunta y, sobre todo, la precisión que el señor Diputado hizo de 
que estamos frente a una figura que todavía no empezó a funcionar, por lo cual en este sentido, en 
general, todos estamos aprendiendo de las experiencias extranjeras. 


Las posibilidades de abuso existen en cualquier negocio. El fideicomiso -el nombre lo dice- es un negocio 
cuya base es la confianza. Por algo, según el proyecto, en un fideicomiso aislado puede ser fiduciario 
cualquier persona física o jurídica y en el fideicomiso profesional se permite esa posibilidad a las entidades 
de intermediación financiera o a sociedades creadas al efecto con registros en el Banco Central y demás. 
Evidentemente, lo que estamos pensando, por ejemplo, en el fideicomiso en garantía -pero lo podríamos 
trasladar a cualquier otro tipo de fideicomiso- es en un fiduciario, que está muy reglamentado y controlado, y 
a su vez, el fiduciante y el beneficiario lo pueden controlar. Obviamente, tiene un rol protagónico porque es 
el propietario de los bienes que componen el fideicomiso, pero eso no quiere decir que pueda hacer cualquier 
cosa, por los controles que existen y porque hay una norma que con respecto a los efectos establece que si el 
fiduciario se aparta de los fines del fideicomiso, el negocio hasta puede ser revocado, tanto a pedido del 
beneficiario como del fiduciante, independientemente de la responsabilidad que pueda cometer por los daños 
y perjuicios por el mal cumplimiento del encargo que le fuera cometido. 


Negar desde ya el fideicomiso porque existe esa posibilidad es como -si me permiten la comparación- negar 
el rol importante que pueden tener las sociedades anónimas porque a través de ellas se pueden cometer 


abusos. Puede ocurrir, y para esos abusos que se pueden cometer a través de una sociedad anónima están las 
herramientas a los efectos de controlarlos; está la teoría del disregard y todas las que conocemos, la acción 
pauliana, la simulatoria y demás, que también están previstas para esto. Entonces, más que ver lo negativo, 
que siempre puede estar y para eso están los controles, tenemos que apreciar lo positivo, que creo que puede 
llegar a ser importante. Por ejemplo, en el fideicomiso en garantía puede llegar a ser importante porque, 
cumpliéndose como corresponde, los tiempos de ejecución se tienen que abreviar. Lamentablemente, todos 
sabemos que tardan años, que son pesados, que los bienes se deterioran porque el propio ejecutado, cuando 
sabe que lo van a ejecutar, normalmente se abandona y no hace más nada, no paga las contribuciones 
inmobiliarias ni los impuestos, el acreedor no cobra -eventualmente, terminan cobrando los Gobiernos 
Departamentales las contribuciones inmobiliarias-, los que prestaron el crédito no recuperan nada y, a su vez, 
el deudor cancela menos crédito porque el bien se remató o se vendió en poca plata y su crédito sigue estando 
y quedará de por vida embargado por el remanente que no pudo cancelar. 


El fideicomiso en garantía es una herramienta -después, veremos cómo funciona- por la cual esos tiempos se 
tienen que abreviar porque si se está tratando de una venta extrajudicial, el fiduciario, que va a obrar 
profesionalmente y con conocimiento de causa, va a tratar de buscar la mejor venta posible dentro de los 
parámetros asignados, o sea, no va a ser un remate en el que se venda a cualquier precio, sino que tratará de 
controlar ciertos precios mínimos para cobrarse lo máximo posible, que es lo que verdaderamente le interesa. 


Entonces, en principio y con las salvedades que acabamos de señalar en cuanto a que no es una figura que 
todavía sea de manejo, me da la sensación de que son más las bondades que las eventuales patologías que 
puedan existir. 


Con respecto al fideicomiso en garantía se puede hacer otra observación. Todos admiten que se puede 
establecer el fideicomiso en garantía; existía en el derecho romano y existe en el régimen anglosajón y en el 
régimen continental. De lo que sí se duda es de la posibilidad de que el fiduciario pueda ser el beneficiario, es 
decir, que un banco pueda prestar dinero y, a su vez, ser fiduciario y quedarse después con el producido de la 
venta. Pero así como hay quienes dudan porque ahí habría una doble condición de fiduciario y beneficiario - 
que es lo que generalmente se prohibe, y por eso esa prohibición con la excepción del fideicomiso en garantía 
en nuestro derecho-, el único fideicomiso que tienen en Brasil desde la década del sesenta es el fideicomiso 
en garantía, donde precisamente permiten al fiduciario ser beneficiario. La semana pasada estuvimos en un 
congreso de fideicomiso en Colombia, donde mostraban como gran avance en México -que es el precursor 
del fideicomiso en el derecho continental- que el fiduciario pudiera ser beneficiario en los fideicomisos en 
garantía. Si bien estamos atrasados en sancionar una ley de fideicomiso, porque somos de los últimos, tal vez, 
por lo menos en esta materia seamos unos de los precursores. Esto es lineal, porque si el fiduciario puede ser 
beneficiario, en teoría, tiene que abaratar el crédito porque no estamos confiando en una tercera persona que, 
a su vez, va a cobrar sus comisiones a los efectos de oficiar de fiduciario. Porque, ¿cuál es la alternativa que 
queda? Que un banco o una entidad financiera le preste al fiduciante deudor y utilice a un fiduciario como 
tercero. ¿Para qué? Para que sea ese fiduciario ajeno a las dos partes en la relación crediticia el que, 
eventualmente, ante el incumplimiento del fiduciante, venda el bien y se lo entregue, en este caso, a la 
entidad financiera. ¿Qué es lo que sucede en parte de los países de este continente? Que las propias entidades 
financieras -y esta ley lo permite- constituyen una sociedad fiduciaria y la utilizan como vehículo para hacer 
lo que a través de esta norma podemos hacer directamente. Es decir que, de alguna manera, se puede hacer 
igual. En otros países, en esas sociedades fiduciarias participan varios bancos, por ejemplo, en proporciones, 
y esas sociedades, a su vez, son el vehículo para tomar los bienes fideicomitidos en garantía, después 
ejecutarlos y dar a los bancos -que en definitiva son sus accionistas- el producido. 


Como en todo, las herramientas hay que utilizarlas bien. Si se utilizan bien, van a ser muy importantes; si se 
utilizan mal, evidentemente, la propia figura puede ser desprestigiada, que es también lo que se tiene en 
cuenta en todos lados. Los propios fiduciarios se autocontrolan. ¿Por qué? Como es un negocio donde la 
confianza es importantísima, a todos les interesa que funcione bien. No creo que acá, como puede ocurrir en 
otros negocios, alguien diga: "Yo soy fiduciario y que me vaya bien a mí, que a todos los que están a mi 
costado que les vaya mal y yo saco beneficios". Me parece que en este caso la cuestión no pasa por ahí. Si a 
otro fiduciario le va mal porque hizo un mal negocio y defraudó a la gente, eso desprestigia a la figura y a 
todos. En esta conferencia que mencionaba, una de las grandes cosas que se comentaron y se expusieron fue, 
precisamente, el caso de un fiduciario, creo que en Guatemala, que había actuado con abuso en una fiducia 
muy importante, y todos lo miraban como algo muy malo porque desprestigiaba la figura, lo cual la anula. 


Por eso insisto en que importa mucho la calidad y la condición del fiduciario, y si estamos frente a gente que 
es responsable, que es diligente, que es verdaderamente profesional y que sabe lo que está haciendo, creo que 
es una herramienta llamada a tener éxito en este país, como lo ha tenido en los otros. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Nosotros vemos como una herramienta potencialmente importante la 
constitución de los patrimonios específicos con vistas a la obtención de inversores que tengan un nivel 
de garantía asociada a la tranquilidad que da un patrimonio separado de otros problemas de los 
actuantes. 


Me parece -por lo menos por lo que uno escucha sobre temas en los que no es especialista- que este es el 
fundamento principal, y mucho más en este marco por el que está atravesando el país. Una cosa es la 
obtención de inversores y otra es hasta dónde se puede constituir esto. En definitiva, lo que me pregunto 
respecto al texto actual de la ley es cómo sería el fideicomiso en garantía para créditos al consumo, que no es 
el fundamento de este proyecto de ley, pero que tampoco lo prohibe. Así como miramos las dificultades del 
crédito, también debemos mirar lo que está pasando en el país, y por más que el sistema financiero sea 
controlado, todos vimos lo que ha ocurrido. Entonces, yo me pregunto cómo ven esta figura para esa franja 
de crédito, en donde lo que queda como garantía es la vivienda propia. Lo que se haría en relación a la 
situación actual sería agilitar los procedimientos en esa franja. Otra cosa es poder actuar rápidamente en el 
mundo del comercio, de la industria, del movimiento comercial, en el que pasan a intervenir fuertemente las 
relaciones personales, ya sea en el crédito al consumo o a la microempresa, donde nuevamente la garantía 
actual es directamente la casa habitación. 


Me interesa saber qué opinión tienen al respecto porque es un área donde tengo dudas si en otros países esto 
opera libremente; no sé bien cómo funciona en la legislación comparada. Porque uno piensa en la realidad 
que hemos vivido y el efecto podría llegar a ser demoledor desde el punto de vista social, sobre todo si hay 
unidad entre el beneficiario y el fiduciario. 


Entiendo que no es el fundamento del proyecto de ley pero también entiendo que lo termina habilitando. 
Entonces, me gustaría saber si al respecto no habría que hacer algún ajuste, porque no siempre se puede 
confiar en la bondad de los administradores de crédito. 


SEÑOR BORRELI.- Entiendo la inquietud y la preocupación, pero planteemos otros escenarios 
posibles. Un escenario es ese, pero supongamos que el fiduciante toma un crédito de consumo y 
trasmite la propiedad fiduciaria. Pensando en voz alta con ustedes, cuando solicitamos un crédito de 
$ 10.000, $ 15.000 o $ 20.000 para pagar, por ejemplo, diez cuotas de $ 2.500, para trasmitir la 
propiedad debemos otorgar una escritura pública, pero ¿cuánto sale? No veo funcionando el 
fideicomiso en la vivienda por un crédito de consumo bajo porque es carísimo. Pero supongamos que se 
puede hacer y que alguien así lo exige aprovechando su poder de entidad financiera poderosa y las 
necesidades de la gente. Pero si no se hace eso, ¿qué es lo que hoy se puede hacer? Puede constituir una 
hipoteca o escritura pública para trasmitir la propiedad fiduciaria. Entonces, estamos en lo mismo, 
porque a través de la hipoteca va a poder ejecutar. ¿Qué podría hacer si no coinciden beneficiario y 
fiduciario? Hay una sociedad fiduciaria tercera, ajena, que inclusive no tiene nada que ver con la 
entidad financiera. El tercer fiduciario va a tener un mandato de que si el fiduciante que entregó el 
bien en fideicomiso no paga, va a tener el deber de venderlo. 


Entonces, el escenario de la hipoteca ya existe en la actualidad, aunque en los créditos de consumo no se da, 
precisamente por lo caro que resulta. El otro escenario es que se preste sin garantía, sin fideicomiso ni 
hipoteca. Si el deudor no paga puede ser embargado y si se descubre algún bien, va a ser ejecutado. 


No me parece -lo digo como una opinión- que cambien mucho los escenarios o las posibilidades porque en 
definitiva el crédito al consumo es necesario, la gente lo necesita, más en momentos de crisis; pero no quiere 
decir que porque saque un crédito no tenga que pagarlo, porque el acreedor tiene derecho a cobrarlo y en las 
condiciones en que se pactó. Hay otro tema y es que también juegan los tiempos. Si estamos hablando de una 
intermediación financiera, lo que presta el banco no es de su propiedad sino que es de los depositantes, y ese 
dinero hay que devolvérselo en los tiempos pactados. Por lo tanto, hay que recuperar en la moneda y tiempos 
pactados para poder honrar las obligaciones. Es un círculo; por eso se trata de una intermediación. 


No me parece que porque exista el fideicomiso se vaya a agravar eventualmente la situación de los 
prestatarios en créditos de consumo con respecto a lo que es la situación actual, ya que también hoy puede 
estar comprometido. 


SEÑOR ORRICO.- No resisto complementar el razonamiento. Lo menos que puede valer un inmueble 
-aun en tiempos de crisis como este- es US$ 40.000 o US$ 50.000. Tendría que tratarse de un préstamo 
de consumo por el que valiera la pena hacer una escritura, porque ¿de cuánto estamos hablando? Hay 
que hacer la escritura más todos los gastos, como la inscripción, los honorarios del escribano. ¿Cuánto 
cobra un escribano por una casa que se vende en US$ 40.000? La señora Diputada Saravia Olmos es 
escribana y nos podrá decir cuánto es. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Es el 3% sobre el precio. 


SEÑOR ORRICO.- Entre gastos y honorarios, estamos hablando, por lo menos, de US$ 1.500, si 
conseguimos un escribano que cobre en cuenta. Me parece que esta figura para ese tipo de préstamos 
es impracticable. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


Sin duda, se trata de un proyecto complejo. Además, hay que imaginar cómo funcionaría ese sistema, fuera 
de como están las cosas en la actualidad, que no funcionan como deberían, pero tampoco quiere decir que 
porque las cosas siempre se hayan hecho así, sea fantástico. 


Si no entiendo mal, la idea de establecer este nuevo mecanismo apunta básicamente a abaratar el crédito y 
hacerlo más ágil. Por lo tanto, entre esas normas se incluye esta idea de darle a las instituciones de 
intermediación financiera un mecanismo que a los particulares que no estén comprendidos dentro de estas 
empresas o instituciones, no se les da. 


¿El Banco de la República tiene calculado en cuánto esto podría abaratar el crédito para algunos sectores? Si 
bien es cierto que un nuevo sistema puede apuntar a ese fin, también lo es que, por incapacidad, imprevisión 
o infelicidad de quienes hacen el proyecto, quienes lo votan y después lo promulgan, o por falta de la entidad 
reguladora en prever situaciones determinadas, se pueden generar abusos, injusticias y hechos 
contraproducentes al objetivo que se plantea en el proyecto. Para mí es un dato fáctico importante y quisiera 
saber -lo tendrán o no- si rematar más rápido o hacer ejecutable el bien que está en fideicomiso mucho más 
rápido que ahora, puede ser medible en términos del costo del crédito. 


SEÑOR BORRELLI.- Que yo sepa no existen mediciones en el Banco porque en esa materia estamos 
frente a un proyecto. Estamos siguiendo bastante atentamente su trámite y ha tenido bastantes 
modificaciones como para ponerse a sacar conclusiones. 


Quiero hacer dos precisiones con respecto a la inquietud del señor Diputado. La primera es que el 
fideicomiso en garantía es uno de los fideicomisos pero la potencialidad de la ley es mucho mayor. Es más: 
no sé si es más importante el fideicomiso en garantía, el fideicomiso en administración o el fideicomiso de 
inversión que se pueda hacer a través de esta herramienta, o el fideicomiso financiero que también está 
tratado como fideicomiso separado. El fideicomiso en garantía es uno de ellos y es muy importante. 


El abaratamiento del crédito se puede producir, como señalaba el señor Diputado, por los tiempos en que se 
pueda abreviar el eventual cumplimiento de la eventual venta. El crédito en sí mismo, la tasa de interés del 
crédito que se presta tal vez no dependa tanto de la garantía, aunque hay un componente dentro de los 
intereses que se cobran -por ejemplo, en el Banco existe- y es que el factor riesgo está ponderado en la tasa. 
Cuanto más garantizado está el crédito, más baja es la tasa en ese ponderador que, a su vez, dentro de la 
composición del interés es uno de ellos. 


¿Cuánto puede abaratar el hecho de sentir que el crédito verdaderamente se va a cobrar? Realmente no lo 
puedo responder. Pienso que sí puede facilitar el crédito, porque el acreedor tal vez se sienta más garantizado 
y puede pensar que va a recuperar antes el crédito si el deudor no cumple voluntariamente porque no puede o 


porque no quiere. No sé si el abaratamiento se constatará. Tendría que ser así, pero no sé en cuánto 
establecerlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos muchísimo los aportes que nos han hecho porque nos ayudan 
en la reflexión sobre este complejo proyecto que tenemos en consideración. 


(Se retira de Sala la delegación de autoridades del Banco de la República Oriental del Uruguay) 
(Ingresa a Sala una delegación de funcionarios del Banco de la República Oriental del Uruguay y de AEBU) 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración da la bienvenida a la 
delegación de funcionarios del Banco de la República Oriental del Uruguay y de AEBU, integrada por el 
doctor Gustavo Rodríguez, el doctor Juan Zeni, el contador Julio Fornaro y los señores Ángel Peñalosa, 
Leonardo Di Doménico, Gustavo Bernini y Nelson Fernández, que nos habían solicitado una entrevista para 
opinar sobre el proyecto de fideicomiso. 


SEÑOR PEÑALOSA.- Agradecemos la oportunidad de realizar algunos comentarios sobre el proyecto 
de ley que está a consideración de la Comisión. Al mismo tiempo, haremos una serie de propuestas 
vinculadas al proyecto, dado que lo hemos estado analizando desde la óptica del sistema financiero en 
general y de los bancos públicos en particular. 


Como es sabido, el país ha atravesado una de las crisis del sistema financiero más grandes en toda su historia. 
Fue una crisis que se desató fundamentalmente por el lado de los pasivos de los bancos, con la corrida 
bancaria y, obviamente, con la posterior ley de reprogramación de depósitos. Con anterioridad a esto el 
sindicato había advertido sobre la situación de la otra parte de la crisis, es decir, sobre la crisis de los activos, 
de las carteras de los bancos. En esta etapa estamos entrando en la consideración del endeudamiento con los 
bancos y, fundamentalmente, de la cartera del Banco de la República. Frente a la crisis, el país ha ido 
legislando distintas alternativas que permitieran dar respuesta a un planteo de recuperación. Pensamos que 
estamos en una etapa en la que la legislación empieza, no ya a mirar cómo responder a la crisis sino a diseñar 
el futuro, sobre todo desde el punto de vista del sistema financiero, generando instrumentos adecuados. 
Entendemos que el proyecto de ley de fideicomiso que tienen a consideración es uno de esos instrumentos y 
hay que visualizar cómo el sistema financiero empezará a hacer uso de ellos en el futuro. 


En ese sentido, queremos comentarles que actualmente el Banco de la República tiene el 60% de su cartera 
en las categorías 4 y 5, lo que ha implicado por la vía de las normas bancocentralistas y las previsiones un 
alto deterioro de su patrimonio, sobre todo en los últimos tres años. En este momento, está en consideración 
un tratamiento futuro de esta cartera, para lo cual nosotros tenemos algunas premisas básicas. Creemos que el 
tratamiento de la cartera del BROU tiene que ser selectivo, no al barrer ni generalizado; el Banco debe 
enfocar una política de recuperación de clientes, basado no sólo en la liquidación de la cartera mediante la 
ejecución. Para esto, el Banco tiene previstas, por lo menos, algunas líneas estratégicas sobre las cuales 
todavía no se ha explicitado mucho. De todos modos, queremos opinar sobre algunas. 


Entendemos que el tratamiento de la cartera del BROU tiene que permitirle separar, por un lado, el negocio 
bancario y, por otro, el tratamiento de la cartera. Hay distintas formas de hacerlo; una de ellas es a través de 
un fondo de recuperación en la órbita del propio Banco, de un mecanismo que permita, mediante los 
funcionarios del Banco, tener una actuación profesional en ese fondo de recuperación y también que el Banco 
cuente con un instrumento como el fideicomiso para que, en caso de tener que usarlo, pueda hacerlo en 
beneficio de los fines que tiene la Institución. 


Lo que queremos comentarles es que si el proyecto de ley que tienen a consideración se aprueba tal como 
está, el Banco tendrá una gran limitante para hacer uso de este instrumento. A continuación, el doctor 
Rodríguez dará los argumentos jurídicos relacionados con los artículos 2” y 8%, y entregaremos a la señora 
Presidenta una carpeta para que tenga nuestra opinión por escrito y la haga conocer a toda la Comisión. 


Reitero: el Banco de la República se vería impedido de usar este mecanismo del fideicomiso como solución. 


SEÑOR ORRICO.- Disculpen; sólo quiero asegurarme de que estemos hablando del proyecto 
aprobado por el Senado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Sí; vamos a referirnos concretamente a los artículos 2” y 8” del proyecto 
aprobado por la Comisión del Senado. 


En primer lugar, corresponde señalar que el último inciso del artículo 2* dispone que los entes autónomos y 
servicios descentralizados del dominio industrial y comercial del Estado, así como las personas públicas no 
estatales, podrán retener bienes propios en fideicomiso y actuar como fiduciarios de los mismos para el 
desarrollo de sus fines. 


SEÑOR ORRICO.- Ese inciso final fue suprimido en el Senado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Entonces, tendríamos que contar con el proyecto que fue aprobado en el 
Senado. 


De todas maneras, este inciso habilitaba a los entes autónomos y servicios descentralizados del dominio 
industrial y comercial del Estado a retener bienes propios pero no mencionaba derechos propios ni bienes y 
derechos de terceros. 


Ateniéndonos al proyecto aprobado en Comisión, habíamos pensado que, desde el punto de vista jurídico, 
implicaba un impacto importante para el BROU en la medida en que la posibilidad de actuar como fiduciario 
se restringía únicamente a la hipótesis de que el Banco constituyera fideicomisos respecto de bienes propios. 
De acuerdo con el resto del articulado, queda claro que el proyecto de ley se refiere a bienes y derechos. 
Quiere decir que en esta versión aprobada en Comisión el concepto bienes estaba restringido a la concepción 
de bienes corporales que tiene el Código Civil. 


Nuestra idea era que esa posibilidad se ampliara para el Banco en el marco de lo que acaba de manifestar el 
señor Peñalosa. Hablamos de que el Banco, en tanto ente autónomo y dentro de sus cometidos naturales 
como tal, tuviera una posibilidad más, una herramienta jurídica más en función de la naturaleza tan compleja 
que tiene por ser a la vez banca de fomento y banca comercial. Se trata de dotarlo de ese instrumento pero 
ampliando sus posibilidades, no sólo respecto de bienes propios sino de derechos propios, lo que incluiría los 
créditos con garantías prendarias e hipotecarias y, naturalmente, bienes y derechos provenientes de terceros. 


Si bien es cierto que el artículo 25 del proyecto habilita al BROU a constituir una sociedad anónima y a 
actuar como fiduciaria, si los bancos públicos -en especial, el BROU-, en función de determinados criterios, 
de esas carteras tan disímiles y de prioridades diferentes, tuvieran la posibilidad de constituir fideicomisos 
que serían patrimonio de afectación independiente que funcionarían dentro de la órbita y de la competencia 
natural del BROU, esto generaría todos los beneficios de tener una contabilidad absolutamente independiente 
y separada y tendría un impacto muy favorable en términos patrimoniales para el Banco. Se trata de dotar al 
Banco de esa herramienta, habilitándolo a que actúe como fiduciario, pero no sólo respecto de bienes propios 
sino también de derechos propios y de bienes y derechos provenientes de terceros. Esa norma ha sido 
derogada por el Senado; esa norma impactaba directamente sobre la Carta Orgánica del Banco de la 
República en la medida en que incorporaba un nuevo cometido en materia de fideicomiso y una posibilidad 
de actuar como fiduciario. Por lo tanto, con ese giro tan elíptico, tan genérico de Ente Autónomo de dominio 
industrial y comercial, se estaba innovando respecto de la Carta Orgánica. 


Por eso nosotros creemos que una modificación de la Carta Orgánica no puede pasar inadvertida, pues el 
artículo 194 de la Constitución exige mayorías especiales para su modificación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En la medida en que los visitantes no contaban con el texto aprobado por el 
Senado, tal vez sería mejor que tuvieran un tiempo para estudiar las modificaciones introducidas y 
luego nos alcanzaran sus comentarios al respecto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- La idea es establecer en forma clara la visión del sindicato respecto a dotar al 
Banco de la República Oriental del Uruguay de mayores herramientas jurídicas de forma tal que tenga 
mayores opciones que las que presenta este proyecto, para que pueda existir un ámbito de desarrollo 


de la figura de fideicomiso dentro de la competencia natural como Ente Autónomo, además de la 
posibilidad de constituir una sociedad anónima fiduciaria regulada por el marco de derecho privado, o 
que, en función de las distintas realidades de sus carteras, el Banco pueda hacer una especie de 
combinación de las distintas alternativas en función de los diferentes intereses que están en juego. 


En cuanto al artículo 8... 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- La señora Presidenta quiso explicar que, evidentemente, los visitantes 
se manejaron con el proyecto que salió de la Comisión; sin embargo, en el plenario esa iniciativa tuvo 
muchas modificaciones, inclusive, la numeración es otra. A nosotros se nos hace un tanto difícil seguir 
la exposición porque todo el texto quedó diferente. 


Lo que sugirió la señora Presidenta es que se llevaran el texto aprobado por el plenario del Senado y luego 
nos hicieran llegar las observaciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A través de la exposición del doctor Rodríguez ha quedado claro cuáles son 
los principios que les interesa defender. De todas formas, me gustaría que quedaran bien explícitos. 


SEÑOR BERNINI.- Creo que vamos a tener que molestar nuevamente a los señores Diputados para 
que se visualice cuál es nuestra idea política. 


De todas formas quiero ir un poco más allá. Estamos obligados a analizar los distintos instrumentos 
financieros a crear, y más si tienen un marco legal contextualizado en función de la realidad del país, del 
sistema financiero, sobre todo si apuntan desde el punto de vista político y económico a ser instrumentos 
válidos para salir de la crisis, para reactivar la economía y para hacer del sistema financiero algo bueno para 
los intereses del país. Creo que eso es lo que prevalece en el ánimo de los señores Diputados, de los 
militantes sindicales y de la sociedad en su conjunto. 


Queremos dejar claramente establecido que este instrumento legal para atacar un gravísimo problema, es 
decir, las carteras del Banco de la República Oriental del Uruguay -motor que históricamente ha tenido el 
país-, merece ser contextualizado y ubicado en el escenario general. 


Cuando nosotros analizamos el problema del endeudamiento, y en el Parlamento se debate la suspensión de 
las ejecuciones, leyes de refinanciación y se buscan distintas alternativas -no estoy juzgando sino 
enumerando hechos políticos y trascendentes que motivan que los parlamentarios y la sociedad en su 
conjunto las busquen-, eso directamente se tiene que vincular con el problema del ahorro, con el impacto que 
ha tenido el acorralamiento y el traslado en el tiempo del dinero de la gente, con el dinero que está fuera del 
sistema financiero, y con el ahorro que está fuera del país. La visión global de todos estos elementos nos 
lleva a coincidir en que no hay herramientas legales buenas o malas en sí mismas, sino que son herramientas 
que tenemos que visualizar hacia adelante en función de los elementos que se integran en el contexto de la 
ley. 


Aquí estamos hablando de US$ 1.400:000.000, aproximadamente, en carteras del Banco de la República, 
pero no podemos quedarnos en eso, porque hay que agregar los fondos de recuperación del patrimonio 
bancario de los bancos que hoy están en liquidación. Este tipo de instrumentos también se utilizan en ese 
sentido. 


En la ley aprobada en diciembre de 2002 se preveía una gestión bancaria de las carteras para evitar la 
ejecución a través de los estudios jurídicos, y nosotros creemos que este tipo de mecanismos son los que 
perfeccionan las posibilidades que tenemos para que la riqueza del país se recupere de la mejor manera 
posible -y lo más profesionalizado que se pueda-, pero contextualizada en la necesidad de generar créditos 
para reactivar la economía y las empresas. 


Todas las experiencias de fideicomisos en América Latina apenas superan los US$ 1.000:000.000, y en este 
país, solo con el Banco de la República y con los fondos de recuperación de activos, hablamos de un 
escenario de US$ 2.000:000.000. Esta fabulosa riqueza, si se gestiona de una u otra manera, podrá ser 


reintegrada al crédito -que hoy no existe- o podrá servir para ayudar a las mutualistas -incluimos la crisis de 
la salud- o a empresas que fuesen estratégicas para un proyecto de país generador de empleo. 


Contextualizado de esta forma, nuestro aporte a este proyecto de ley es para posibilitar que de una vez por 
todas esa incapacidad que se tuvo -producto de las circunstancias y de una mala gestión por parte de los 
Directorios que han pasado por la banca del Estado- no exista más y se acuda a este tipo de instrumentos. 
Nuestra idea es que no se malvenda porque se maneja mucho dinero y estamos hablando de muchas empresas 
y mucha gente. Hay que optimizar las posibilidades que brindan los instrumentos financieros -que el propio 
Estado tiene- para generar una recuperación adecuada de estos activos. 


Recuerdo que en diciembre del año pasado -en oportunidad de tratarse la ley que posibilitó la liquidación de 
estas empresas suspendidas y la creación de un nuevo banco-, antes de comenzar a discutir sobre el 
fideicomiso, nosotros teníamos la idea de generar un Ente desconcentrado, con independencia política pero 
que fuera propiedad del Estado, profesionalizado, a efectos de poder encarar todo esto, que implica 
muchísimo dinero. En ese momento no prosperó la creación del seguro de depósito bancario. Recuerden que 
se creó una Superintendencia especial, pero hasta hoy no se ha reglamentado y no tenemos seguro de 
depósito bancario. Por tanto, no podemos desvincular algunos instrumentos que hacen al manejo de los 
activos de lo que es la realidad del resto del sistema y de la economía del país. 


Discúlpenme sí fui un poco extenso, pero traté de dar un contexto político, financiero y económico en 
función de que este tipo de mecanismos legales son los que el país va a tener para recomponer una economía 
que, como todos sabemos, está bastante en ruinas. Por tanto, me parecía de importancia expresar estas 
opiniones y, obviamente, con esta nueva realidad -trabajamos sobre un texto que no era el que estaba 
aprobado- los vamos a volver a molestar en un breve lapso para hacerles llegar nuestros comentarios y, si es 
necesario, les pediremos una audiencia para volver a concurrir a este ámbito parlamentario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos muchísimo su presencia y esperamos que, después del 
estudio del nuevo texto, nos hagan llegar sus comentarios. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


